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Resumo: 

El presente trabajo pretende realizar un diagnóstico sobre la problemática del acceso a la 

financiación y a través de un caso de estudio demostrar que los agricultores colombianos tienen 

un buen hábito de pago en sus obligaciones financieras. Con este fin, y con base en una muestra 

con un total de 43.295 desembolsos entre los años 2018-2019 se identificarán las zonas geográficas 

del país más riesgosas de acuerdo con el incumplimiento de los clientes en sus obligaciones 

financieras, y se analizó la actividad principal de los departamentos colombianos para tratar de 

validar la correlación con la voluntad de pago de los agricultores. Los resultados mostraron que, 

con relación al tiempo de ocupación, los perfiles menos atractivos para incentivar el acceso al 

crédito son los prestadores de servicio o contratistas y los agricultores dadas las tasas de impago, 

20% y 18% respectivamente. Con relación al ranking de impago por departamentos se destaca que 

aquellos donde la ganadería ocupa un lugar representativo en su actividad económica presentan 

las tasas más altas de impago respecto a departamentos donde predomina la agricultura. 
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Abstract:   

This paper aims to make a diagnosis of the problem of access to financing and, through a case 

study, demonstrate that Colombian farmers have a good habit of paying their financial obligations. 

To this end, and based on a sample with a total of 43,295 disbursements between 208-2019, the 

most risky geographical areas of the country will be identified according to the non-compliance / 

non-payment of customers in their financial obligations, and the main activity of these departments 

to try to validate the correlation with the willingness of farmers to pay.  The results showed that in 

relation to the time of occupation, the least attractive profiles to encourage access to credit are 
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service providers or contractors and farmers, given default rates, 20% and 18% respectively. With 

regard to the non-payment ranking by departments, it is worth highlighting that those where 

livestock occupies a representative place in their economic activity such as: Cesar, Sucre, Córdoba 

and Bolívar have the highest default rates compared to departments where agriculture 

predominates. 

Keywords: Financial Inclusion. Farmers. Rural Sector. Credit Default.  

 

Introducción 

 

El sistema financiero colombiano ha cumplido un rol fundamental en el crecimiento del entorno 

económico del país al impulsar a través del apalancamiento monetario el desarrollo de proyectos 

y programas de personas y empresas, generando una disminución de la pobreza e incentivando la 

creación y el fortalecimiento de la base empresarial. La inclusión financiera ha permitido a las 

comunidades un mayor acceso a la bancarización, lo que les permite financiar la adquisición de 

bienes o servicios para mejorar su calidad de vida, hecho que se refleja en el índice de 

bancarización, que evidencia un avance importante al pasar del 73,9% en el 2014 al 81,4% en el 

2018. El indicador de bancarización representa el porcentaje de adultos que tienen acceso, al 

menos, a un producto financiero, ya sea de ahorro o crédito formal, en un establecimiento de 

crédito, ONG o cooperativa de ahorro (ASOBANCARIA, 2018). 

El incumplimiento en el pago de los créditos por parte de los clientes representa un riesgo para la 

actividad de las instituciones financieras, pues genera un problema de pérdida en los activos 

obligándolas a elevar el costo de los productos o adoptar medidas para reducir el acceso a la 

financiación de comunidades vulnerables. Por lo que es importante para estas instituciones, definir 

e implementar metodologías que permitan evaluar la viabilidad del retorno de inversión en las 

colocaciones de crédito y mejorar la toma de decisiones que maximicen la rentabilidad.     

Es importante tener en cuenta dentro de la estimación del riesgo crediticio la influencia del 

mercado laboral colombiano ya que presenta una heterogeneidad de situaciones en la calidad del 

empleo donde se destaca la informalidad (47,0%), el desempleo (10,2%) y los bajos ingresos 

(57,3%); además de las amplias diferencias que se presentan en la calidad de vida entre el sector 

urbano y el rural, especialmente en ámbitos como salud, educación, servicios públicos y acceso a 

la financiación (DANE, 2019a – 2019b; Fedesarrollo, 2018). 

En 2018, el porcentaje de personas clasificadas como pobres en Colombia respecto al total de la 

población fue 27,0% y como pobres extremos fue del 7,2%. En las cabeceras la proporción de 

pobres fue 24,4% y de pobres extremos fue del 4,9%. En los centros poblados y rural disperso fue 

el porcentaje de personas clasificadas como pobres fue del 36,1% y como pobres extremos fue 

15,4%, lo que significa que la incidencia de la pobreza y de la pobreza extrema en los centros 



 

 
                                                                                                             

poblados y rural disperso equivale a 1,5 y 3,1 veces la incidencia en las cabeceras, respectivamente 

(DANE, 2018). 

Estas condiciones macroeconómicas limitan y disuaden a la mayoría de las entidades financieras 

formalmente constituidas en el país a expandir sus productos y servicios a las zonas rurales, pues 

no representan un nicho de mercado atractivo que garantice el retorno de la inversión. Sin 

embargo, el presente trabajo pretende realizar un diagnóstico sobre la problemática del acceso a 

la financiación y a través de un caso de estudio demostrar que los agricultores colombianos tienen 

un buen hábito de pago de sus obligaciones financieras; por lo que es indispensable promover 

políticas públicas e incentivos a las organizaciones privadas para que integren con prioridad a las 

comunidades vulnerables al sector financiero y contribuir al Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo (PNUD), que tiene como uno de sus pilares la erradicación de la pobreza usando 

la financiación como un medio.  

Este estudio cobra importancia al focalizar el análisis de riesgo crediticio por perfil de cliente y 

promover que las entidades financieras involucren a las comunidades vulnerables, generando una 

mayor rentabilidad producto de su actividad y un impacto social al brindar acceso a créditos con 

mejores beneficios en cuanto a tasa de interés y plazo, respecto a vías informales de 

apalancamiento como los prestamistas gota a gota; buscando promover una sociedad más 

equitativa en oportunidades y lograr alcanzar un mayor crecimiento económico. 

El artículo está dividido en tres sesiones. En la primera, se realiza una breve reseña bibliográfica 

en la que se contextualiza y se describe la problemática del acceso a la financiación principalmente 

en el sector rural. Sigue, el análisis empírico y los resultados encontrados sobre las tasas de impago 

reportadas de acuerdo con diferentes perfiles de clientes y se analiza el desempeño del hábito de 

pago de los agricultores. Finalmente, se presentan las conclusiones. 

 

2. Revisión de la Literatura 

 

El desarrollo económico es un cambio desequilibrado, que crea una nueva condición económica, 

basada en tres factores: innovaciones, crédito bancario y la acción del emprendedor innovador, ya 

sea un emprendedor rural o urbano (SCHUMPETER, 1982). 

Para producir e introducir innovaciones en el sistema económico, es necesario obtener crédito para 

la adquisición de bienes y servicios. El crédito es fundamental para el proceso económico, ya que 

proporcionar crédito a través de la capacidad del sistema financiero para crear poder adquisitivo, 

a través de su apalancamiento, es el motor del proceso de cambio que caracteriza el desarrollo 

económico. La comercialización del crédito debe tener el propósito de financiar el desarrollo 



 

 
                                                                                                             

(SCHUMPETER, 1982). 

Hay dos tipos de crédito: crédito normal, es decir, crédito que crea el derecho al consumo, 

demandando bienes y servicios existentes; crédito para el desarrollo, que también otorga el 

derecho al consumo, pero es un insumo para la producción y la creación de empleo. El crédito para 

el desarrollo, es decir, para el emprendedor que hará nuevas combinaciones en sus actividades, 

tiene su característica principal en el hecho de que utiliza recursos financieros que estaban 

inactivos (SCHUMPETER, 1982). 

Los factores que afectan la cantidad de capital inactivo comienzan a determinar la expansión o 

contracción de las concesiones crediticias y el ritmo de crecimiento y desarrollo económico. El 

crédito que convierte cualquier tipo de recurso financiero inactivo en capital monetario puede 

llamarse crédito de inversión (o crédito de capital), ya que este tipo de crédito siempre es una 

transferencia de dinero mediante la adquisición de bienes y servicios (HILFERDING, 1985). 

El crédito de inversión expande la función del capital productivo, a través de la circulación del 

capital monetario en sí mismo, ya que convierte el capital monetario inactivo en capital activo. 

También implica la transferencia de una suma de dinero que alguien no podrá invertir en capital a 

otra persona, que asignará ese recurso como inversión, conservando así el valor del capital y 

permitiendo que circule nuevamente en un período de tiempo futuro. La concesión de crédito busca 

suprimir la ociosidad del capital monetario (HILFERDING, 1985). 

El desempeño de las instituciones financieras es inicialmente un mediador de los medios de pago 

en circulación. Después de esta etapa, la institución financiera convierte los recursos monetarios 

inactivos en activos, ya que transfiere a los empresarios innovadores las cantidades capturadas y 

concentradas anteriormente. Para obtener recursos financieros y ponerlos a disposición de los 

empresarios, las instituciones financieras deben fomentar la inclusión financiera. 

 

La Inclusión Financiera 

 

En la actualidad existen diversas interpretaciones sobre la definición y el alcance de la inclusión 

financiera, pero se puede entender como el proceso de integración de los servicios financieros 

formales (ahorro, créditos y seguros) a las actividades económicas cotidianas de los individuos, 

que pueden contribuir al crecimiento económico en la medida en que se logren reducir los costos 

de financiación y transacción, y adicionalmente se ofrezca un manejo seguro y eficiente de los 

recursos, tanto para los hogares como para las empresas.  

En ese contexto, la inclusión financiera reside en la promoción de un acceso oportuno, eficiente y 

apropiado a un grado de productos y servicios financieros regulados, igualmente como la 

expansión de su utilización por parte de todos los fragmentos de la sociedad a través de la 



 

 
                                                                                                             

implementación de acciones personificadas y transformadoras que contengan educación y 

conocimientos financieros con el objetivo de suscitar el bienestar, y la inserción económica y 

social (OCDE/INFE, 2012). 

Se pueden mencionar varios beneficios de la inclusión financiera en general; pero el simple acceso 

a los productos financieros no implica un impacto positivo en sí, sino que es el uso efectivo de 

estos productos el vehículo para suavizar el ingreso y los ciclos de consumo. Por ejemplo, con los 

productos de ahorro y crédito, los hogares tienen la posibilidad de distribuir su riqueza de forma 

intertemporal y disfrutar de sus rentas a lo largo de su ciclo de vida (MORDUCH, 1995). 

Hay tres tipos de beneficios del microcrédito: primero de carácter social, al aumentar los ingresos 

que mejoran la calidad de vida de los hogares. Segundo, sobre el medio microempresarial, porque 

a este nicho están especialmente dirigidos, al fomentar nuevas microempresas o para mejorar las 

que ya existen. Y finalmente, el impacto en los mercados financieros porque aumenta la oferta de 

productos y servicios financieros y expande el mercado de las entidades financieras generando una 

mayor rentabilidad (RODRIGUEZ, 2008). 

La inclusión financiera trasciende los indicadores de ingreso y producción hasta lograr impactos 

positivos en los efectos de la desigualdad, promoviendo a través de un eje transversal la lucha 

contra la pobreza, la generación de ingresos y el desarrollo de microempresas en países menos 

desarrollados. Chibba (2009) describe los canales que conectan la inclusión financiera y el 

desarrollo financiero con indicadores como el coeficiente de Gini; ya que se obtiene una 

disminución de la pobreza y mayor equidad social en los países que se encuentran en etapas 

intermedias y avanzadas de uso eficiente de los productos financieros al beneficiar a los sectores 

más vulnerables.  

Por otra parte, es importante resaltar que la pobreza rural es la responsable del 63% de la pobreza 

mundial; por lo que se constituye como la comunidad de mayor necesidad insatisfecha, así como 

el más grande mercado desatendido de los servicios financieros; Colombia no es la excepción, y 

aunque existen grandes avances en temas de reducción de pobreza e inclusión financiera en el país, 

la población rural sigue siendo la de mayor problemática en este campo (PATIÑO, 2010). 

De acuerdo a entidades como Asobancaria y el Banco de la República, la gran mayoría de las 

personas que viven en poblaciones urbanas tienen acceso a entidades que prestan servicios 

financieros, pero se excluye en gran medida a las personas de poblaciones rurales, quienes para 

acceder a ellos, se ven en la necesidad de recorrer grandes distancias o en su defecto acudir a 

prestamistas informales; por lo que no se desarrolla una cultura financiera de pago y ahorro, lo que 

dificulta la profundización financiera en este sector. 

 



 

 
                                                                                                             

 

 

Gardeva y Rhyne (2011) señalan la importancia de la educación financiera ya que debe ser el 

complemento del acceso a los productos financieros, pues uno de los motivos por los que la 

población rural no demanda productos ni servicios financieros es porque no tienen conocimiento 

de su existencia, ni de su manejo. Además, aquellas entidades que deberían ofrecerles estos 

productos y servicios no conocen las necesidades verdaderas de la población rural porque no se 

trata solamente de investigación de mercado, sino de una investigación integral que facilite el 

entendimiento en el contexto local de las necesidades, expectativas y tendencias de la población 

rural. 

En la literatura se puede encontrar diferentes causas a la baja accesibilidad de productos 

financieros principalmente en sectores rurales; según Beck y De la Torre (2007), la naturaleza de 

las barreras suele ser geográficas (zonas rurales remotas y dispersas), socioeconómicas (costos 

altos, discriminación de género, étnica, etc.) y de oportunidades (falta de garantías o de pertenencia 

a una red bien conectada). Por su parte, Honohan (2004), distingue entre barreras de precio 

(servicios financieros demasiado caros), barreras de información (asimetrías de información en la 

concesión de créditos que impiden la realización de contratos), y barreras de productos y servicios 

(servicios que a pesar de ser muy demandados por ciertos grupos no son ofrecidos).  

Son muchos los ejemplos internacionales y nacionales que se podrían nombrar casos de éxito en 

inclusión financiera rural; como ejemplo, puede mencionarse al Grameen Bank, creado por el 

ganador del premio nobel de la paz, Muhammad Yunus, quien preocupado por la pobreza 

Bangladesh, fundó un sistema bancario que presta pequeños montos de dinero a pobres en áreas 

rurales, en especial a mujeres, los cuales son utilizados para la creación de microempresas. 



 

 
                                                                                                             

Otro caso de éxito lo sitúan Karlan y Zinman (2010) en Sudáfrica con miras a la ampliación del 

acceso al crédito de consumo donde se observó un incremento del bienestar de los prestatarios: los 

ingresos y el consumo de alimentos aumentaron, los indicadores relativos a la toma de decisiones 

en el hogar mejoraron, la situación de los prestatarios en la comunidad mejoró al igual que la salud 

en general y el panorama en materia de perspectivas y posición. Sin embargo, los prestatarios 

también estaban sujetos en mayor grado a situaciones de estrés. 

Finalmente, Rodríguez (2008) se encarga de evidenciar la relación directa entre el crédito y el 

empoderamiento de las mujeres beneficiarias, que es tan mencionado por los defensores del 

impacto del microcrédito, como uno de los efectos positivos del mismo dependiendo de la cultura, 

pues hay comunidades donde los esposos y los hijos toman las decisiones sobre el uso del préstamo 

a pesar de que sea la mujer la receptora de este. El impacto también depende de los fines a los que 

están orientadas las organizaciones que operan los servicios micro-financieros, pues algunas están 

mucho más enfocadas en promover el desarrollo empresarial y micro-financiero, que otras. 

 

3. Metodología 

 

Una vez definido el contexto y la problemática de la inclusión financiera, principalmente en el 

sector rural se procede a realizar un estudio de caso para analizar los usuarios de una entidad 

financiera colombiana que hace parte de un universo poblacional; con el fin de reseñar rasgos, 

cualidades o atributos de los agricultores e individuos que residan en el sector rural. Se parte de la 

hipótesis que los agricultores tienen un buen hábito de pago de sus obligaciones financieras y se 

evaluará la voluntad de pago respecto los demás perfiles que cuenta la entidad financiera en 

particular.  

La fuente de información son datos secundarios proporcionados por la entidad financiera del sector 

real, objeto de estudio, para el periodo comprendido entre el año 2018 y 2019, que serán 

anonimizados para ocultar la identificación de individuos particulares pues la información 

relevante corresponde a los microdatos de las variables sociodemográficas y se expondrá 

únicamente los resultados del modelo desarrollado, reduciendo los riesgos asociados al tratamiento 

masivo de datos personales.  

La muestra correspondiente a la ventana de tiempo de 2 años seleccionados permite trabajar con 

un total de 43.295 clientes que cuentan con créditos desembolsados. Inicialmente se elaborará un 

análisis descriptivo de los créditos otorgados por la entidad financiera objeto de estudio entre los 

años 2018-2019 y determinar las principales características sociodemográficas de ellos.  

Posteriormente se identificarán las zonas geográficas del país más riesgosas de acuerdo con el 



 

 
                                                                                                             

incumplimiento/impago de los clientes en sus obligaciones financieras y se analizará la actividad 

principal de dichos departamentos para tratar de validar la correlación con la voluntad de pago de 

los agricultores. El análisis descriptivo de la muestra y la participación por departamentos se 

realizará a través del software estadístico Tableau 10.5.  

Finalmente, se pretende concluir con los principales beneficios que otorga la inclusión financiera 

a las comunidades vulnerables, especialmente a los agricultores y las debilidades y oportunidades 

que se presentan en este campo de cara al corto, mediano y largo plazo, teniendo en cuenta que el 

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) tiene como uno de sus pilares la 

erradicación de la pobreza extrema y el hambre, por lo que el apoyo al sector rural a través del 

acceso al crédito es indispensable para mejorar la productividad  y los ingresos en este sector.  

 

4. Resultados y Discusiones 

 

Se presenta un análisis descriptivo de la muestra de 43.295 individuos que cuentan con créditos 

desembolsados y se encuentran en las bases de datos de la entidad financiera objeto de estudio. El 

Gráfico 2 presenta el porcentaje de impago por variables sociodemográficas, como se puede 

observar, se encuentra que las ocupaciones principales reportadas por los clientes son: prestadores 

de servicio o contratistas que representaron el 31% (13. 421 personas) de la muestra y se calcula 

una probabilidad de impago promedio del 20% frente a las demás ocupaciones, seguido por los 

agricultores que representan el 10% (4.330 personas) de la muestra y muestran una probabilidad 

de impago del 18%. Los ocupados en la modalidad de empleados tienen una alta participación, al 

representar el 43% del total (18.677 personas) y un índice de impago del 13%. 

 



 

 
                                                                                                             

 

 

Respecto a los rangos de edad se puede observar que la tasa de impago cae a medida que aumenta 

la edad de las personas. De esta manera, los clientes que no superan los 21 años representan el 

14% del total y registran un impago de 24%, comparado con los clientes con edades superiores a 

los 41 años que alcanzan un impago de 11% y representan el 24% de la muestra. Para la variable 

Sexo se obtiene que la mayoría de los créditos otorgados están dirigidos a hombres con un 68% 

mientras que las mujeres representan el 32% restante y resalta que la tasa de impago es similar en 

ambos casos.  

A su vez, se observa que 58% de los créditos fueron desembolsados en ciudades capitales (25.077 

clientes). Las tasas de impago son similares para las personas según lugar de residencia. Al 

respecto, los clientes en las ciudades capitales tienen un default de 16% mientras que aquellos que 

viven en ciudades no capitales se ubican en 15%. 

Con base en las estadísticas descriptivas para la entidad financiera objeto de estudio, los perfiles 

menos atractivos para incentivar el acceso al crédito son los prestadores de servicio o contratistas 

y los agricultores dadas las tasas de impago, 20% y 18% respectivamente. Sin embargo, es 

importante resaltar que las políticas internas de colocación para estos perfiles son las más flexibles, 

pues no requieren soportes para estudio crediticio muy elaborados, ni se puede comprobar con 

certeza el desempeño en sus actividades; por lo que probablemente se filtren diferentes perfiles 



 

 
                                                                                                             

bajo la sombra de contratistas o agricultores.  

Se debe tener en cuenta que los jóvenes que habitan en el sector rural (entre 18 y 25 años) son los 

que cuentan con una menor tasa de ingreso al sistema financiero, con un indicador de acceso de 

alrededor del 30% (ASOBANCARIA, 2019). Sin embargo, las entidades financieras al registrar 

tasas de impago cada vez mayores entre menor sea la edad de los individuos, difícilmente se 

encargarán de promover políticas de inclusión financiera hacia los más jóvenes; por lo que es 

importante que se desarrollen políticas de educación financiera en este tipo de comunidades que 

concienticen a los jóvenes de los beneficios y el impacto que puede generar en la calidad de vida.  

En cuanto a la variable sexo se evidencia en la colocación de los créditos que los hombres duplican 

los desembolsos de créditos a las mujeres; lo que puede reflejar la sociedad latinoamericana donde 

persiste el paradigma que el hombre es quien dirige el rumbo de los hogares y dispone de los 

recursos económicos. Aún se encuentra mucho camino por recorrer para empoderar a las mujeres 

a través del acceso a la financiación de proyectos y emprendimientos que generen progreso social.  

El tipo de ciudad en la que se encuentran los clientes proyecta una dispersión en la colocación en 

la mayoría del territorio nacional y no solo en las ciudades principales, los municipios, cabeceras 

y sector rural representan un considerable 42% de los desembolsos crediticios; demostrando 

avances en materia de penetración de mercado e inclusión en las ciudades no capitales y 

contrarrestando las actividades de prestamistas informales que socavan los intereses particulares 

de las comunidades más vulnerables.   

El Gráfico 3 presenta el porcentaje de impago por departamentos, la cantidad de clientes y la 

participación correspondiente. Se puede observar Respecto al índice de impago se presentan 

diferencias notorias a nivel departamental. Cesar, Sucre y Córdoba registran las mayores tasas de 

impago, 32%, 25% y 22%, respectivamente. La ciudad capital, aglomera el 15% de la muestra con 

6.449 clientes y presenta un impago de 16%. Por otra parte, Antioquia, Quindío y Risaralda tienen 

las más bajas tasas de impago que no superan el 12%. En cuanto al Valle del Cauca, donde reside 

el 21% de la población, tiene un índice de default de 12% (Gráfico 3a). 

 



 

 
                                                                                                             

 

 

Con el ranking de impago por departamentos se puede observar que departamentos agrícolas 

como: Quindío (Café, plátano, cacao), Valle del Cauca (Caña de azúcar, banano, aguacate), Cauca 

(Fique, Caña de azúcar, café), Nariño (Papa, cacao, maíz) y Meta (Arroz, palma africana, plátano) 

reflejan bajas tasas de impago crediticio mientras que departamentos donde la ganadería ocupa un 

lugar representativo en su actividad económica como: Cesar, Sucre, Córdoba y Bolívar presentan 

las tasas más altas de impago.   

 

 

 

 

 



 

 
                                                                                                             

5. Conclusiones 

 

A partir de la inclusión financiera y el acceso al crédito se permitirá a la población de 

microempresarios en zonas rurales y a los pequeños y medianos productores desarrollar 

emprendimientos, mejorar los ingresos, la calidad de vida y acceder a otros servicios como los 

seguros y la educación financiera. 

Las condiciones de los créditos de entidades financieras formales son sustancialmente mejores que 

las alternativas de crédito informal tanto en tasa como en plazo. Los gota a gota o prestamistas 

informales representan un problema muy complejo en el marco del desarrollo personal y colectivo 

de las comunidades vulnerables y terminan siendo un generador de violencia y pobreza, generando 

un círculo vicioso del que difícilmente se pueden desprender quienes acceden a estas formas de 

financiación. 

Las mujeres están en una situación de especial desventaja en cuanto al acceso a servicios 

financieros, tienen menos acceso a mecanismos seguros de ahorro y más probabilidades de usar 

métodos informales, por lo que es indispensable promover políticas públicas y privadas que logren 

equilibrar las oportunidades de acceso a productos financieros.  

La inclusión financiera importa no solo porque promueve el crecimiento, sino que ayuda además 

a garantizar que la prosperidad sea ampliamente compartida, disminuyendo los índices de 

desigualdad social. El acceso a los servicios financieros juega un papel fundamental en la tarea de 

sacar a la gente de la pobreza, empoderar a las mujeres y ayudar a los gobiernos a prestar diferentes 

servicios a la población. Es una herramienta decisiva en la lucha contra la pobreza. 

La gran heterogeneidad social en el contexto nacional sugiere que las políticas de inclusión 

financiera deben ir encaminadas a fomentar el acceso de la población al sistema financiero deben 

ir focalizadas a grupos específicos, tanto a nivel de edad como en ubicación geográfica. En 

particular, los jóvenes adultos y los habitantes del sector rural son los que requieren una atención 

más detallada por parte de estas iniciativas. Para lograr tal fin, es necesario fortalecer los 

programas de educación financiera actuales. 

Las estadísticas encontradas no permiten confirmar el buen hábito de pago del perfil de los 

agricultores, se evidencia que inciden otras variables de manera más significativa como la 

ubicación geográfica y la edad.  

Mejorar las condiciones de vida de las poblaciones vulnerables dependen del acceso a una amplia 

gama de recursos donde se encuentra el acceso a la financiación y la posibilidad de ahorro. Es vital 

el relacionamiento de actores estatales, de mercado y sociedad civil para la superación de la 

pobreza a través de la integración de fuerzas y diferentes recursos. 

Entender las causas y el contexto de los contrastes sociales presentes en Colombia resulta ser un 



 

 
                                                                                                             

elemento crucial que debe tenerse en cuenta para el diseño de políticas públicas y privadas que 

promuevan la inclusión financiera. El análisis sugiere que el grado de acceso a servicios 

financieros a nivel local no solamente está asociado a condiciones económicas locales sino 

también a otros elementos sociales. Por lo que, el éxito de una política de desarrollo financiero en 

Colombia depende, entre otros factores, de la capacidad de establecer tanto condiciones 

financieras como socioeconómicas propicias a nivel local. 

Es difícil concluir con los datos proporcionados por la entidad financiera objeto de estudio el 

desempeño crediticio de los agricultores colombianos, dado la baja representatividad de la muestra 

y las estadísticas variadas que se encontraron en el análisis. Más que la actividad propia de los 

solicitantes de crédito se debe tener en cuenta la edad y la cultura de pago desarrollada en las 

distintas zonas geográficas ya que se puede remarcar una cultura responsable y cumplidora hacia 

el suroccidente colombiano y una cultura de muy mal hábito de pago sobre la costa atlántica.  

Para próximos estudios referentes al tema de la inclusión financiera en el sector rural y el 

desempeño crediticio de los agricultores es conveniente realizar estudios etnográficos que 

permitan experimentar y conocer de primera mano el contexto y las condiciones de este tipo de 

comunidades, pues el análisis de datos por si solo generaliza y reafirma paradigmas que no 

favorecen a las comunidades vulnerables y por lo tanto no contribuyen a la mitigación de la 

pobreza.  
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